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1.  ACLARACIONES PREVIAS 

1.1.  EXISTENCIA DE UNA DOBLE NORMATIVA SANCIONADORA  

El régimen sancionador de las operaciones vinculadas está sometido a una doble 
regulación, puesto que, aun existiendo una específica tipificación de ciertas 
infracciones y sanciones en el artículo 18.13 de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades (LIS) y en su normativa de desarrollo, en dicha normativa no se 
agota el catálogo de incumplimientos con los que podemos encontrarnos en 
torno a las operaciones vinculadas o precios de transferencia, ni se abordan los 
aspectos generales que deben presidir la imposición de cualquier sanción de 
carácter tributario, tales como los principios sancionadores, los sujetos 
infractores, la extinción de infracciones y sanciones, el procedimiento a seguir y 
los recursos contra sanciones. 

En consonancia con ello, para tener una imagen global de ese régimen 
sancionador, necesitamos acudir a un doble cuerpo normativo, compuesto 
básicamente por: 

• La Ley y el Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (LIS y RIS) 

• La Ley General Tributaria y el Reglamento General del Régimen 
Sancionador Tributario (LGT y RST) 

Es más, en ciertos casos, incluso podríamos encontrarnos ante conductas 
constitutivas de delito contra la Hacienda Pública (“delito fiscal”), cuya regulación 
se recoge en el Código Penal. Ahora bien, teniendo en cuenta que, en el ámbito 
de las operaciones vinculadas, esta situación es realmente muy excepcional, en 
este capítulo vamos a centrarnos exclusivamente en el régimen sancionador 
administrativo.  

1.2.  DELIMITACIÓN DE LA NORMATIVA SANCIONADORA APLICABLE EN 
CADA CASO 

Aunque el régimen sancionador administrativo de las operaciones vinculadas se 
regula en un doble cuerpo normativo, tal y como acabamos de indicar, esa 
dualidad sólo afecta a la tipificación de las conductas infractoras, puesto que el 
resto de las cuestiones únicamente aparecen reguladas en la normativa tributaria 
de carácter general. 

Así concretamente, los aspectos generales del régimen sancionador, tales como 
principios, sujetos infractores, extinción de la infracción y sanción, procedimiento 
sancionador y recursos contra las sanciones se encuentran regulados en la LGT, 
que a su vez se inspira en los criterios sancionadores de carácter administrativo 
y penal. 

Y dentro de esos aspectos generales, merece especial mención el principio de 
responsabilidad, de acuerdo con el cual, nadie podrá ser sancionado sin la 
concurrencia de culpabilidad; culpabilidad que, en el ámbito tributario, exige al 
menos negligencia. Por ello, una cuestión a destacar, previa a todas las demás, 



es que no procederá la imposición de ninguna sanción en relación con 
operaciones vinculadas, si no existiera esa negligencia en el comportamiento del 
obligado tributario que se esté analizando, a pesar de que su conducta encajará, 
objetivamente hablando, en la conducta descrita por la norma. 

Pero si pasamos a analizar las conductas infractoras, conviene aclarar que la 
delimitación de la normativa legal y reglamentaria en la que aparece tipificada 
cada infracción y su respectiva sanción depende básicamente de tres factores, 
que son el tipo de obligación incumplida, el impuesto afectado y el sometimiento 
de la operación, o no, a la obligación de documentación. Y así: 

• En primer lugar, y por lo que se refiere al tipo de obligación incumplida, 
destacar que las obligaciones inherentes a operaciones vinculadas son 
básicamente cuatro, dos de carácter sustantivo y dos de carácter formal, 
rigiéndose su incumplimiento por las normas que a continuación detallamos: 

o Obligaciones formales y tipificación de su incumplimiento: 

▪ Documentación: LIS (18.13) 

▪ Información: LGT (198 y 199) 

o Obligaciones sustantivas y tipificación de su incumplimiento:  

▪ Aplicar valor de mercado: LIS o LGT, según los casos 

▪ Practicar retención o ingreso a cuenta sobre la diferencia entre valor 
de mercado y valor pactado: LGT (191) 

• En segundo lugar, y para el caso de que la obligación incumplida sea la de 
aplicar valor de mercado, adicionalmente será necesario tener en cuenta el 
tipo de impuesto afectado por la incorrecta valoración y el sometimiento de 
la operación, o no, a obligación de documentación. Así concretamente:  

o En caso de IVA, el incumplimiento de esa obligación de aplicar valor de 
mercado estará tipificado en la LGT (191, 193, 194 y 195)  

o En caso de IS, IRPF e IRNR: la normativa sancionadora puede ser la LIS 
o LGT, dependiendo de que la operación vinculada de que se trate esté 
sometida, o no, a obligación de documentación, de tal manera, que: 

▪ Si está sometida a obligación de documentación: el incumplimiento 
de la obligación de aplicar valor de mercado se regirá por la LIS 
(18.13) 

▪ Si no está sometida a obligación de documentación: el citado 
incumplimiento estará sometido a la LGT (191, 193, 194 Y 195) 

Pues bien, como resumen de la normativa sancionadora aplicable en el ámbito 
de las operaciones vinculadas, planteamos el siguiente esquema, en el que 
sombreamos y resaltamos en negrita cursiva los supuestos en los que realmente 
concurre una doble normativa: 

  



CUESTIONES QUE SE ABORDAN DENTRO DEL RÉGIMEN 
SANCIONADOR 

NORMATIVA 

LEY 
APLICABLE 

ARTÍCULOS 

ASPECTOS 
GENERALES DE 

RÉGIMEN 
SANCIONADOR 

PRINCIPIOS APLICABLES LGT 178 a 180 

SUJETOS INFRACTORES LGT 181 y 182 

EXTINCIÓN INFRACCIONES Y SANCIONES LGT 189 y 190 

PROCEDIMIENTO SANCIONADOR LGT 207 a 211 

RECURSOS CONTRA SANCIONES LGT 212 

CONDUCTAS 
INFRACTORAS 

NO 
APLICAR 

VALOR DE 
MERCADO 

EN 
IMPOSICIÓN 

DIRECTA 

Operación 
sometida a 

obligación de 
documentación 

LIS 

RIS 

18.13 

15.3 y 16.6 

Operación no 
sometida a 

obligación de 
documentación 

LGT 
191, 193, 
194, 195 

EN IVA LGT 
191, 193, 
194, 195 

NO PRACTICAR RETENCIÓN O INGRESO A 
CUENTA 

LGT 191 

NO DOCUMENTAR CORRECTAMENTE 
LIS 

RIS 

18.13 

15.3 y 16.6 

NO DECLARAR CORRECTAMENTE LGT 198 y 199 

 

1.3. CONSECUENCIAS LIQUIDATORIAS Y SANCIONADORAS DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES INHERENTES A 
OPERACIONES VINCULADAS 

Si bien en este capítulo nos limitamos a abordar el régimen sancionador de las 
operaciones vinculadas, conviene tener en cuenta que las consecuencias del 
incumplimiento de las obligaciones inherentes a este tipo de operaciones pueden 
ser más amplias que las de carácter sancionador. Y así ocurre, concretamente, 
en caso de incumplimiento de obligaciones sustantivas, puesto que: 

• Mientras en caso de incumplimiento de las obligaciones formales, las únicas 
consecuencias que pueden surgir son de carácter sancionador. 

• En caso de incumplimiento de las obligaciones sustantivas, pueden 
aparecer, tanto consecuencias liquidatorias, como sancionadoras 

Y la regulación de unas y otras aparece tipificada en distintas normas, de 
acuerdo con el siguiente detalle:  

  



TIPO DE OBLIGACÍON  

CONSECUENCIAS DE SU INCUMPLIIENTO 

CONSECUENCIAS 
LIQUIDATORIAS 

CONSECUENCIAS 
SANCIONADORAS 

Aplicar valor de mercado: 

LIS / LIRPF / LIRNR / LIVA 

Sí Sí 

LGT + 

LIS / LIRPF / LIRNR / LIVA 

LIS / LGT  

                                  
(salvo CP, 

excepcionalmente) 

Practicar retenciones o ingresos a 
cuenta como consecuencia de 
ajuste secundario: 

LIS y RIS / LIRPF y RIRPF / 
LIRNR y RIRNR. 

Sí Sí 

LGT + 

LIS / LIRPF / LIRNR 

LGT  

 

(salvo CP, 
excepcionalmente) 

Documentar datos de la 
operación vinculada: 

LIS y RIS 

No Sí 

----- LIS 

Declarar datos de la operación 
vinculada: 

RIS y OM (231 y 232) 

No Sí 

----- LGT 

 
Del esquema que acabamos de recoger, se pueden destacar las siguientes 
conclusiones:  

1ª - La tipificación de las obligaciones correspondientes a operaciones 
vinculadas aparece recogida en la normativa reguladora de cada uno de los 
tributos donde se regulan este tipo de operaciones (IS, IRPF, IRNR e IVA). 

No obstante, la normativa básica es la de IS, a la que se remiten los preceptos 
reguladores de los restantes tributos. 

2ª - La tipificación de las consecuencias del incumplimiento de estas obligaciones 
aparece recogida en distintos tipos de normas, dependiendo de su naturaleza, y 
así concretamente:  

• Las consecuencias liquidatorias se regulan: 

o Con carácter específico, en la normativa de cada tributo, al ser la 
normativa que permite comparar la tributación efectuada, con la 
tributación debida efectuar.  

o Con carácter general, en la LGT y en el RGAT, en la medida en que son 
las normas que se ocupan de la regularización de la situación tributaria 
del contribuyente, cuando éste efectúa una incorrecta declaración, como 
es el caso de inaplicación del valor de mercado. 

• Las consecuencias sancionadoras en materia de operaciones vinculadas 
aparecen reguladas, como ya hemos indicado en el apartado anterior (1.2): 



o Para ciertas infracciones de documentación y de aplicación del valor de 
mercado, en el artículo 18.13 de la LIS, en relación con los artículos 15.3 
y 16.6 del RIS. 

o Pero, adicionalmente, para el resto de las conductas infractoras, en la 
normativa sancionadora de carácter general, conformada por la LGT y 
RST. 

Pues bien, con la finalidad de desarrollar el régimen sancionador expuesto en el 
apartado 1 (aclaraciones previas), abordaremos nuestro análisis de acuerdo con 
el siguiente esquema: 

• Apartado 2: Régimen sancionador previsto en el artículo 18.13 LIS  

o En este apartado, efectuaremos, además, un previo análisis de las 
obligaciones de documentación, por ser el sometimiento a las mismas, 
un requisito imprescindible para la aplicación de dicho régimen 
sancionador. 

• Apartado 3: Régimen sancionador previsto en la LGT (artículos 191 a 195), 
para supuestos de inaplicación del valor de mercado, cuando no exista 
obligación de documentación  

• Apartado 4: Régimen sancionador previsto en la LGT (artículo 191), por 
incumplimiento de la obligación de practicar retención  

o En este apartado nos referiremos, con carácter previo, a la propia 
obligación de retención. 

• Apartado 5: Régimen sancionador previsto en la LGT (artículos 198 y 199), 
por incumplimiento de la obligación de información. 

o En este apartado haremos una breve referencia a la obligación de 
información. 

• Apartado 6: Cuadro resumen sobre régimen sancionador de operaciones 
vinculadas. 

• Apartado 7: Deficiencias en el régimen sancionador de operaciones 
vinculadas y propuestas de mejora. 
 

2. RÉGIMEN SANCIONADOR PREVISTO EN EL ARTÍCULO 18.13 LIS  

El artículo 18.13 LIS tipifica infracciones y sanciones que sólo surgen cuando la 
operación vinculada está sometida a obligación de documentación, ya se trate 
de un incumplimiento de dicha obligación, de un incumplimiento de la obligación 
de aplicar valor de mercado, o de ambos incumplimientos conjuntamente. Todo 
ello, en los términos que más adelante detallaremos, en este mismo apartado 2.  

Por tanto, siendo requisito imprescindible para la aplicación de este artículo 
18.13 LIS, el hecho de que la operación esté sometida a obligación de 
documentación, pasamos a examinar dicha obligación con carácter previo al 
examen del propio artículo 18.13 LIS. 

2.1. ANÁLISIS PREVIO DE LA OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN 

Vista la importancia de las obligaciones de documentación, no sólo a efectos de 
determinar las consecuencias de su propio incumplimiento, sino también por la 



incidencia que, como hemos visto, pueden tener respecto de la delimitación de 
las sanciones por incumplimiento del valor de mercado, es conveniente hacer 
una referencia a tales obligaciones de documentación, diferenciándolas, 
además, de las obligaciones de información.  

2.1.1. Finalidad de la obligación de documentar datos - artículo 13.2 RIS 

La finalidad de esta obligación radica en hacer posible que el obligado tributario 
acredite que las operaciones vinculadas en las que ha intervenido se han 
valorado por su valor de mercado. 

A esos efectos, y bajo la normativa actual, la documentación únicamente deberá 
ser aportada a requerimiento de la Administración tributaria, y no de forma 
automática, debiendo estar a su disposición a partir del día siguiente al de 
finalización del plazo voluntario de declaración. No obstante, esa aportación es 
compatible con la facultad de la Administración de solicitar otra documentación 
o información adicional, en el ejercicio de sus funciones de comprobación. 

Esa documentación deberá elaborarse de acuerdo con los principios de 
proporcionalidad y suficiencia y para su preparación, el contribuyente podrá 
utilizar aquella documentación relevante de la que disponga para otras 
finalidades. Por ejemplo, documentación contable. 

2.1.2. Normativa aplicable 

La obligación de documentar ciertos datos de las operaciones vinculadas 
constituye, junto con la obligación de aportar cierta información, una de las dos 
modalidades de obligaciones formales que impone el legislador en este tipo de 
operaciones: documentar e informar.  

Pero mientras la obligación de documentar aparece recogida, tanto en la LIS, 
como en el RIS, la obligación de informar sólo se regula a nivel reglamentario, 
en el RIS, así como en las correspondientes Órdenes Ministeriales por las que 
se aprueban los modelos a utilizar. Y así: 

• La LIS destina el artículo 18.3 a regular los aspectos más importantes de la 
obligación de documentación, como son:  

o Los principios fundamentales que rigen la misma 

o La posibilidad de que esa documentación tenga contenido 
simplificado en algunos casos  

o Una serie de supuestos en los que no será exigible la documentación.  

• El RIS, por su parte:  

o Contiene un artículo genérico, el 13, en el que se contemplan: 

✓ tanto la obligación de documentación 

✓ como dos tipos distintos de obligaciones de información: la 
información sobre ciertas operaciones vinculadas y la información 
país por país  

o Desarrolla a continuación esa obligación de información país por país 
en el artículo 14 RIS 

o Dedica los artículos 15 y 16 a la obligación de documentación 
específica 



✓ el artículo 15 para la documentación del grupo 

✓ y el artículo 16 para la documentación del obligado tributario 

o Y finalmente recoge en el artículo 37 las peculiaridades en la 
documentación de las operaciones con personas o entidades no 
vinculadas residentes en paraísos fiscales. 

2.1.3. Supuestos en que no son exigibles las obligaciones de documentación 

El artículo 18.3 LIS en su último párrafo, así como el artículo 13.3 RIS recogen 4 
supuestos de exclusión de las obligaciones de documentación, de los cuales los 
3 primeros, son de naturaleza objetiva, basados en el tipo de operación 
vinculada, mientras que el último es de naturaleza cuantitativa, para casos en 
que el importe de las operaciones vinculadas sea relativamente reducido. Esos 
4 supuestos son los siguientes:  

a) Operaciones realizadas entre entidades que se integren en un mismo 
grupo de consolidación fiscal, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65.2 
LIS.  

Dicho precepto (65.2 LIS) regula las incorporaciones a efectuar en el 
régimen especial de consolidación fiscal, señalando que los ingresos, 
gastos o resultados negativos correspondientes a la reducción de rentas 
procedentes de determinados intangibles prevista en el artículo 23 LIS se 
incorporarán en el periodo impositivo en que aquellos se entiendan 
realizados frente a terceros y que, en ese caso, la cesión de los referidos 
activos estará sometida a las obligaciones de documentación a que se 
refiere el artículo 18.3 LIS. 

b) Operaciones realizadas con sus miembros o con otras entidades 
integrantes del mismo grupo de consolidación fiscal por las agrupaciones 
de interés económico y las uniones temporales de empresas. 

No obstante, la documentación específica será exigible en el caso de 
uniones temporales de empresas o fórmulas de colaboración análogas a 
éstas, que se acojan al régimen establecido en el artículo 22 LIS, relativo 
a la exención de rentas obtenidas en el extranjero a través de un 
establecimiento permanente. 

c) Operaciones realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de 
ofertas públicas de adquisición de valores. 

d) Operaciones realizadas con la misma persona o entidad vinculada, 
siempre que el importe de la contraprestación del conjunto de operaciones 
no supere los 250.000 €, de acuerdo con el valor de mercado.  

Respecto de la cuantificación de este importe, conviene aclarar que, en la 
normativa vigente a partir de 2015, a diferencia de la normativa anterior, 
no se indica que del mismo deba excluirse ningún tipo de operación 
vinculada, por lo que, a sensu contrario, cabría entender que dicho importe 
se determinará incluyendo todas las operaciones que se realicen con una 
misma persona o entidad vinculada, sean del tipo que sean. Ahora bien, 
como veremos al analizar la obligación de información, esta interpretación 
no excluyente, difiere de la adoptada por la AEAT en las instrucciones 
para la cumplimentación del modelo 232, en las que, existiendo una 



exoneración de obligación de similar importe, se ha interpretado que el 
mismo se cuantificará excluyendo ciertas operaciones a las que se 
denomina “operaciones específicas”, a las que el legislador quiere 
someter a un especial control.  

Dichas operaciones específicas son las indicadas, tanto al final del artículo 
18.2 LIS, como en el artículo 16.5 RIS, con la finalidad de excluirlas de 
documentación con contenido simplificado, precisamente por ese control 
adicional que se quiere ejercer sobre las mismas. A ellas aludiremos 
posteriormente, cuando analicemos las obligaciones de documentación 
del contribuyente. 

2.1.4. Contenido de las obligaciones de documentación 

Las obligaciones de documentación aparecen reguladas en los artículos 15 y 16 
RIS, que abordan, respectivamente, la documentación específica del grupo y la 
del obligado tributario. 

2.1.4.1. Documentación específica del grupo – artículos 13.2.a y 15 RIS 

A.- Ámbito subjetivo: quién está sometido a esta obligación de documentación 

Para que haya obligación de documentación específica del grupo, es necesario 
que exista un grupo y que dicho grupo no esté exonerado de esa obligación de 
documentación. Y así:  

• Según el artículo 13.2.a RIS, el grupo debe definirse en los términos del 
artículo 18.2 LIS, es decir, cuando una entidad ostente o pueda ostentar el 
control de otra u otras según los criterios establecidos en el artículo 42 del 
Código de Comercio, con independencia de su residencia y de la obligación 
de formular cuentas anuales consolidadas. Pero además debe incluirse en 
el grupo a los establecimientos permanentes que formen parte del mismo.  

• Según el artículo 15.2 RIS, están exonerados de llevar esta documentación 
específica del grupo, aquéllos en los que el importe neto de la cifra de 
negocios, definido en los términos del artículo 101 LIS (empresas de 
reducida dimensión), sea inferior a 45.000.000 €. 

Esta exoneración de la obligación de llevar documentación del grupo es 
aplicable a periodos impositivos iniciados a partir de 1.1.2015. 

B.- Contenido de la documentación específica del grupo y delimitación de datos 
y conjunto de datos. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 15.1 RIS, la documentación relativa 
al grupo deberá comprender la siguiente información que ese mismo artículo 
desarrolla y que tendrá la consideración de dato o conjunto de datos, a efectos 
sancionadores, tal y como se indica en el propio artículo 15.3 RIS:  

  



DOCUMENTACIÓN ESPECÍFICA DEL GRUPO 

 

NORMA INFORMACIÓN A INCLUIR  
DATO O 

CONJUNTO 
DE DATOS 

15.1.a) ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN DEL GRUPO 

1º Descripción general de la estructura y de los cambios CD 

2º Identificación de las entidades  D 

15.1.b) ACTIVIDADES DEL GRUPO 

1º Actividades, mercados, fuente de beneficios CD 

2º Funciones, riesgos, activos CD 

3º 
Política del grupo en precios de transferencia (PT) - 
método 

CD 

4º Acuerdos de reparto de costes y contratos de servicios D 

5º Operaciones de reorganización y operaciones con activos CD 

15.1.c) ACTIVOS INTANGIBLES DEL GRUPO 

1º Estrategia global del grupo  CD 

2º Relación de activos intangibles relevantes en PT D 

3º Contraprestaciones por OV, entidades y residencia fiscal D 

4º Acuerdos entre entidades del grupo D 

5º Transferencia relevante sobre intangibles D 

15.1.d) ACTIVIDAD FINANCIERA 

1º Forma de financiación del grupo CD 

2º Entidades del grupo con financiación al grupo D 

3º Política de PT en acuerdos de financiación al grupo CD 

15.1.e) SITUACIÓN FINANCIERA Y FISCAL DEL GRUPO 

1º Estados financieros anuales consolidados del grupo D 

2º Acuerdos previos de valoración y decisiones s/ beneficios D 

 

2.1.4.2.- Documentación específica del contribuyente – artículos 13.2.b y 16 RIS 

A.- Ámbito subjetivo: quién está sometido a esta obligación de documentación 

Estarán sometidos a la obligación específica de documentación del 
contribuyente, todos aquellos que, interviniendo en operaciones vinculadas, no 
puedan acogerse a una causa de exclusión. Además, de acuerdo con el artículo 
13.2.b RIS, los establecimientos permanentes de entidades no residentes en 
territorio español estarán igualmente obligados a aportar esta documentación. 

B.- Contenido de la documentación específica del contribuyente y delimitación 
de datos y conjunto de datos. 



B.1.- Tipología de casos a analizar. 

De acuerdo con lo indicado en el artículo 16 RIS, la documentación específica 
del contribuyente dependerá de los siguientes factores:  

• En primer lugar, de la cifra de negocios del contribuyente, mayor o menor a 
45.000.000 € (importe definido en los términos del artículo 101 LIS, dedicado 
a empresas de reducida dimensión) 

• Y en segundo lugar, cuando se trate de contribuyentes con cifra de negocios 
menor a 45.000.000 €, de los dos criterios siguientes:  

o La naturaleza de la operación, en función de que se trate, o no, de 
operación específica, sometida a especial control y, por tanto, excluida 
de documentación con contenido simplificado (16.5 RIS) 

o El hecho de que se realice operación con residente en “paraíso fiscal” / 
“jurisdicción no cooperativa”, o no. 

o La consideración del contribuyente como persona física o empresa de 
reducida dimensión, o no. 

Así concretamente, de la conjunción de todos esos factores, resultará la 
siguiente tipología de obligaciones de documentación, cuyo análisis detallado se 
efectuará a continuación: 

 

SUPUESTOS A TENER EN CUENTA DOCUMENTACIÓN 

CONTRIBUYENTES  

CON CN >= 45 M 

(se analiza en apartado B.2) 

• 16.1 y 16.2 RIS 

CONTRIBUYENTES  

CON CN < 45 M 

(se analiza en 
apartado B.3) 

Operaciones 
específicas  

• No PF ni 
ERD // 

• Operación 
con JNC  

• PF o ERD + 
sin JNC 

• 16.1 y 16.2 RIS, 
excepto análisis de 
comparabilidad 

Operaciones 
no 
específicas 

• No ERD 
• Contenido 
simplificado del 16.4 
RIS 

• Sí ERD 

• Contenido 
simplificado de 16.4 
RIS, excepto 
comparables 

• Posibilidad de 
utilizar modelo 
normalizado OM 

B.2.- Documentación específica del contribuyente con cifra de negocios > / = 
45.000.000 € - 16.1 y 16.2 RIS  

• Según el artículo 16.1 RIS, se cumplimentará la siguiente documentación: 



DOCUMENTACIÓN ESPECÍFICA DEL CONTRIBUYENTE 

NORMA INFORMACIÓN A INCLUIR  
DATO O 

CONJUNTO 
DE DATOS 

16.1.a) INFORMACIÓN DEL CONTRIBUYENTE 

1º 
Estructura de dirección, organigrama y destinatarios de 
informes sobre evolución de las actividades del 
contribuyente 

CD 

2º 
Actividades del contribuyente, estrategia de negocio y 
participación en operaciones de reestructuración o sobre 
intangibles 

CD 

3º Principales competidores CD 

16.1.b) INFORMACIÓN DE LAS OPERACIONES VINCULADAS 

1º Naturaleza, características e importe D 

2º 
Identificación y domicilio fiscal del contribuyente y 
personas con las que realiza la operación 

D 

3º Análisis de comparabilidad CD 

4º 
Método de valoración : motivos de elección, forma de 
aplicación, comparables obtenidos y valor o intervalo de 
valores obtenidos  

CD 

5º 
Criterios de reparto de gastos y acuerdos de reparto de 
costes 

D 

6º Acuerdos previos de valoración D 

7º 
Cualquier otra información relevante utilizada para la 
valoración 

CD 

16.1.c) INFORMACIÓN ECONÓMICO-FINANCIERA DEL CONTRIBUYENTE 

1º Estados financieros anuales del contribuyente CD 

2º 
Conciliación entre datos utilizados y estados financieros 
anuales  

CD 

3º 
Datos financieros de comparables utilizados y fuente de 
procedencia 

CD 

• Pero, además, según el artículo 16.2 RIS, si para determinar el valor de 
mercado se utilizaran otros métodos y técnicas de valoración generalmente 
aceptados distintos de los cinco enumerados en el artículo 18.4 LIS, habría 
que describir detalladamente el método o técnica elegido, así como las 
razones de su elección.  

En concreto, se describirán las magnitudes, porcentajes, ratios, tipos de 
interés, tasas de actualización y demás variables en que se basen los citados 
métodos y técnicas y se justificará la razonabilidad y coherencia de las 
hipótesis asumidas. 

B.3.- Documentación específica del contribuyente con cifra de negocios < 
45.000.000 € - 16.4 y 16.5 RIS  



La documentación específica de este tipo de contribuyentes variará, como arriba 
hemos indicado, dependiendo de la naturaleza de la operación vinculada de que 
se trate. Y así concretamente:  

B.3.1.- En caso de las “operaciones vinculadas específicas”, tipificadas en los 
artículos 18.2 LIS y 16.5 RIS, que son aquellas sobre las que el legislador quiere 
ejercer un especial control, no podrá utilizarse un contenido simplificado, por lo 
que las obligaciones de documentación serán básicamente coincidentes con las 
indicadas para contribuyentes con cifra de negocios > 45.000.000 €, con la única 
salvedad que más abajo se menciona. 

• Estas operaciones son las siguientes:  

o Las realizadas en desarrollo de una actividad económica por 
contribuyentes en estimación objetiva (módulos), con entidades en las 
que ellos o sus cónyuges, ascendientes o descendientes, tengan un 
porcentaje mayor o igual al 25% del capital social o fondos propios 

o Las operaciones de transmisión de negocios 

o Las operaciones de transmisión de valores o participaciones 
representativos de participación en fondos propios de entidades no 
admitidas a negociación o admitidas en mercados regulados situados en 
paraísos fiscales 

o Las operaciones de transmisión de inmuebles  

o Las operaciones sobre activos intangibles 

• El contenido concreto de la documentación a exigir para esas operaciones 
será el siguiente:  

o En caso de contribuyentes que no sean personas físicas ni empresas de 
reducida dimensión, o en caso de operaciones realizadas con personas 
o entidades residentes en “paraísos fiscales” (actualmente jurisdicciones 
no cooperativas), el contenido será el mismo que el de los contribuyentes 
con cifra de negocios > 45.000.000 €, previsto en el artículo 16, 
apartados 1 y 2. 

o En caso de contribuyentes que sean personas físicas o empresas de 
reducida dimensión y además no se trate de operaciones realizadas con 
personas o entidades residentes en “paraísos fiscales” (jurisdicciones no 
cooperativas), del contenido anterior, podrá excluirse el análisis de 
comparabilidad mencionado en el artículo 16.1. b.3º RIS y desarrollado 
en el artículo 17 RIS.  

Ahora bien, en la práctica, muchos de los documentos citados en el artículo 16, 
apartados 1 y 2, no serán aplicables a este tipo de operaciones. 

B.3.2.- En cuanto a las “operaciones vinculadas no específicas”, las obligaciones 
de documentación podrán tener un contenido simplificado, que a su vez variará 
dependiendo de que las personas o entidades vinculadas de que se trate 
cumplan, o no, los requisitos del artículo 101 LIS, relativo a empresas de 
reducida dimensión, y así:  

• Si no se cumplen los requisitos de empresa de reducida dimensión, la 
documentación tendrá el siguiente contenido, según el primer párrafo del 



artículo 16.4 RIS:  

a) Descripción de las operaciones vinculadas: naturaleza, características e 
importe  

b) Identificación de las personas vinculadas que intervienen 

c) Método de valoración utilizado 

d) Comparables obtenidos y valor o intervalo de valores derivados del 
método de valoración utilizado 

A efectos sancionadores, cada una de las informaciones contenidas en esas 
letras, tendrá la consideración de dato. 

• Si por el contrario se cumplen esos requisitos de empresa de reducida 
dimensión: 

o No será necesario aportar información sobre los comparables citados en 
la letra d) 

o Y además la documentación específica se podrá cumplimentar a través 
de un modelo normalizado aprobado por Orden del Ministerio de 
Hacienda. Ese modelo fue incluido concretamente en la Orden 
HAP/871/2016 (BOE 07.06.2016), por la que se aprobó el modelo para 
la declaración de Impuesto sobre Sociedades de 2015, como anexo V, 
con el siguiente contenido.  

2.2. INFRACCIONES Y SANCIONES TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 18.13 
LIS 

2.2.1. Normativa a tener en cuenta 

El artículo 18.13 LIS tipifica varias conductas infractoras y sus correspondientes 
sanciones. No obstante, para su aplicación es necesario acudir, adicionalmente, 
a dos artículos del RIS en los que se detalla qué se entiende por dato y conjunto 
de datos, y ello, tanto en relación con la documentación del grupo (15.3 RIS), 
como en relación con la documentación del contribuyente (16.6 RIS), tal y como 
indicamos en dos cuadros resumen que incorporamos al estudiar la obligación 
de documentación. 

2.2.2. Análisis del contenido del artículo 18.13 LIS.  

El artículo 18.13 LIS se estructura en 4 subapartados (1º a 4º), en los que 
abordan los siguientes temas: 

• En el primero (1º) se tipifica la conducta infractora de incumplimiento 
documental sin corrección valorativa y su correspondiente sanción 

• En el segundo (2º) se recogen conductas infractoras que determinan 
corrección valorativa, pero siempre respecto de operaciones sometidas a 
obligación de documentación, ya se haya incumplido, o no, dicha obligación. 

• En el tercero (3º) se excluye la comisión de infracciones de la LGT por 
perjuicio económico (191 a 195), en los casos en que, procediendo 
corrección valorativa por la Administración, se haya cumplido la obligación 
de documentación. 



• En el cuarto (4º) se prevé la compatibilidad de las sanciones previstas en 
ese artículo, con la del artículo 203 LGT, por resistencia a la actuación 
administrativa y con las reducciones previstas en el artículo 188 LGT. 

Por ello, en consonancia con lo anterior, pasamos a analizar este precepto, con 
el siguiente orden:  

• Delimitación de las infracciones y sanciones tipificadas específicamente en 
el artículo 18.13 LIS (2.2.3) 

• Incompatibilidad entre las infracciones y sanciones tipificadas en el artículo 
18.13 de la LIS y las infracciones y sanciones por perjuicio económico 
tipificadas en la LGT (2.2.4) 

• Compatibilidad entre las infracciones y sanciones tipificadas en el artículo 
18.13 de la LIS y la infracción por resistencia, obstrucción, excusa o negativa 
tipificada en el artículo 203 LGT (2.2.5)  

• Reducción de las sanciones del artículo 18.13 LIS (2.2.6) 

2.2.3. Delimitación de las infracciones y sanciones tipificadas específicamente 
en el artículo 18.13 LIS  

Aunque el artículo 18.13 parece tipificar dos conductas infractoras, una para 
casos en que no procede corrección del valor declarado y otra para casos con 
corrección valorativa, a nuestro juicio realmente tipifica tres, puesto que los casos 
de corrección se desagregan en dos supuestos, dependiendo de que haya, o no, 
incumplimiento documental. Por tanto, las 3 conductas infractoras que 
procederemos a analizar son las siguientes:  

o 1ª - Incumplimiento documental sin corrección valorativa 

o 2ª – Corrección valorativa con incumplimiento documental  

o 3ª – Corrección valorativa sin incumplimiento documental, discrepando el 
valor de mercado derivado de la documentación, del valor declarado en IS, 
IRPF o IRNR 

No obstante, y como después veremos, desde la vigencia de la actual LIS, por 
la que se reformó el régimen sancionador de operaciones vinculadas, la sanción 
prevista para las infracciones 2ª y 3ª, es extrañamente la misma, pudiendo hablar 
de dos supuestos a efectos sancionadores:  

• Sin corrección valorativa, pero con incumplimiento documental 

• Con corrección valorativa, ya exista, o no, incumplimiento documental. 

2.2.3.1. Primera infracción: incumplimiento documental sin corrección valorativa 

A. – La infracción 

La primera infracción tipificada es de carácter formal y consiste en la falta de 
aportación o en la aportación incompleta o con datos falsos, de la documentación 
por operaciones vinculadas prevista en el artículo 18.3 LIS, pero sólo en caso de 
que la Administración tributaria no realice correcciones en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 18 LIS, de operaciones vinculadas. 

Para delimitar esta infracción, debemos hacer las siguientes precisiones:  



• Sólo se puede cometer esta infracción respecto de operaciones sometidas a 
las obligaciones de documentación previstas en el artículo 18.3, pero no 
respecto de operaciones exoneradas de las mismas. 

• Además, es necesario, que la Administración no efectúe correcciones en 
virtud de este artículo 18, porque de lo contrario, estaríamos ante la 2ª 
conducta que a continuación analizaremos. 

• Adicionalmente, el incumplimiento documental tiene que consistir en falta de 
aportación o en documentación incompleta o con datos falsos, excluyéndose 
los supuestos de aportación inexacta que aparecían en la normativa anterior 
a 2015, y que generaban una gran inseguridad, dada su abstracción. 
Exclusión que, obviamente, tiene efectos retroactivos. 

• En cualquier caso, y como no puede ser de otra manera, por aplicación de 
las reglas generales de derecho sancionador, para entender cometida la 
infracción no será suficiente con la concurrencia de la conducta 
objetivamente descrita, sino que será necesario, además, el elemento 
subjetivo de la infracción, que de acuerdo con las disposiciones generales 
de LGT en esta materia, exige al menos negligencia. 

B.- La sanción 

La sanción que se impondrá en caso de comisión de esta infracción será la 
siguiente:  

• Multa pecuniaria fija de 1.000 € por cada dato y 10.000 € por conjunto de 
datos, omitido o falso, referidos a cada una de las obligaciones de 
documentación que se establezcan reglamentariamente para el grupo o para 
cada persona o entidad en su condición de contribuyente.  

• Con el límite máximo de la menor de las dos cuantías siguientes:  

o El 10% del importe conjunto de las operaciones sujetas a IS, IRPF o 
IRNR realizadas en el periodo impositivo 

o El 1% del importe neto de la cifra de negocios 

En relación con esta sanción podemos hacer las siguientes puntualizaciones:  

• Su importe fue objeto de reducción frente al de la norma anterior, al pasar de 
1.500 € a 1.000 € por dato y de 15.000 € a 10.000 € por conjunto de datos. 
Reducción que, lógicamente, tiene efectos retroactivos. 

• La determinación de qué se entiende concretamente por dato y conjunto de 
datos a efectos de esta sanción, aparece recogido en los siguientes artículos, 
a los que nos hemos referido al estudiar las obligaciones de documentación:  

o 15.3 RIS, respecto de la documentación específica del grupo al que 
pertenezca el contribuyente, indicando que “constituyen distintos 
conjuntos de datos , las informaciones a que se refieren el número 1º de 
la letra a), los números 1º, 2º, 3º y 5º de la letra b), el número 1º de la 
letra c) y los números 1º y 3º de la letra d) del apartado 1 de este artículo” 
y “tendrán la consideración de dato cada una de las informaciones a que 
se refiere el número 2º de la letra a), el número 4º de la letra b), los 
números 2º, 3º y 4º de la letra c) el número 2º de la letra d) y los números 
1º y 2º de la letra e) del apartado 1 de este artículo”. 



o 16.6 RIS, en cuanto a la documentación específica del obligado 
tributario, especificando que “constituyen distintos conjuntos de datos , 
las informaciones a que se refieren el número 1º, 2º y 3º de la letra a), 
los números 3º, 4º y 7º de la letra b), los  números 1º, 2º y 3º de la letra 
c) del apartado 1 así como la información a que se refiere el apartado 2 
de este artículo” y “tendrán la consideración de dato cada una de las 
informaciones a que se refiere los números 1º, 2º, 5º y 6º de la letra b) 
del apartado 1 de este artículo y las letras a), b), c) y d) del apartado 4 
de este artículo”. 

o En cuanto al límite máximo de esta sanción, se puede suscitar la duda 
de si este límite es aplicable, o no, a operaciones vinculadas a 
obligaciones de documentación, pero efectuadas por personas o 
entidades que, por no realizar actividad económica, no tienen 
estrictamente cifra de negocios. Y es que: 

✓ si no se aplicara límite, se estaría situando a esas personas o 
entidades sin cifra de negocios en una posición peor que las que sí 
la tienen 

✓ pero a su vez, caso de entender que sí se les aplica el límite, se 
podría llegar a la interpretación ilógica de considerar que ese límite 
máximo es siempre de 0, por ser 0 el resultado de aplicar el 1% a 
una cifra de negocios nula, y ser menor al 10% del importe conjunto 
de las operaciones a las que afecta el incumplimiento de 
documentación. Como consecuencia de ello, no cabría en la práctica 
imponer sanción a esas personas o entidades sin actividad 
económica, por muy importante que fuera su incumplimiento 
documental. 

Es por todo ello que, desde mi punto de vista, hubiera sido más razonable 
poner un límite distinto para las personas o entidades con actividad 
económica y cifra de negocios, que para las que no la tienen, respecto de 
las que sería suficiente un límite basado en el importe de las operaciones 
sobre las que verse el incumplimiento.  

2.2.3.2. Segunda infracción: corrección valorativa con incumplimiento 
documental. 

A. – La infracción 

La segunda infracción del artículo 18.13 LIS concurrirá en supuestos en los que 
la Administración tributaria efectúe un ajuste en la valoración de operaciones 
vinculadas sujetas a IS, IRPF o IRNR, concurriendo además un incumplimiento 
documental respecto de esa operación, por falta de aportación o aportación de 
incompleta, o con datos falsos, de la correspondiente documentación. 

B.- La sanción 

La sanción que se impondrá en caso de comisión de esta infracción consistirá 
en una multa pecuniaria porcentual del 15% del importe de las correcciones que 
correspondan a cada operación.  

En relación con esta sanción vamos a analizar básicamente tres cuestiones:  



• la posible irracionalidad de esta sanción, si sólo se apreciara culpabilidad 
en la incorrección de la documentación, pero no en la valoración del 
obligado tributario,  

• la incongruencia de que se imponga una única sanción para dar respuesta 
a dos incumplimientos acumulados, cuando en ambos haya culpabilidad 
y  

• la incompatibilidad de esta sanción, con las previstas en la LGT. 

B.1.- Posible irracionalidad de esta sanción, en los casos en los que sólo se 
aprecie culpabilidad en la incorrección de la documentación, pero no en la 
valoración del obligado tributario. 

De acuerdo con la literalidad del artículo 18.13, en sus párrafos 1º y 2º, cuando 
además de incumplimiento documental, hay un incumplimiento valorativo 
determinante de ajuste a valor de mercado, la sanción debe ser del 15% del 
ajuste. 

Ahora bien, esa sanción puede resultar irracional, cuando el único 
comportamiento culpable sea el correspondiente a la documentación, pero no el 
inherente a la utilización de un valor que, según la Administración tributaria, no 
se corresponda con el valor de mercado. 

B.2.- Incongruencia de la imposición de una única sanción, frente a dos 
incumplimientos acumulados, cuando en ambos se aprecie culpabilidad. 

A nuestro juicio, esta sanción del 15% del ajuste resulta incongruente: 

• tanto en relación con la infracción a la que pretende dar respuesta, puesto 
que, existiendo dos incumplimientos culpables, valorativo y documental, 
lo razonable sería que la sanción respondiera a ambos, y no sólo al 
incumplimiento valorativo, como parece ocurrir 

• como en relación con la sanción que se impone en la tercera conducta 
infractora, en la que, existiendo solo un incumplimiento valorativo, pero no 
documental, sin embargo, la sanción es la misma.  

Por tanto, esta sanción no es acorde con el principio de proporcionalidad y es 
contraria a la necesidad de tratar desigualmente lo desigual. No parece 
adecuado que se imponga la misma sanción a quien comete dos 
incumplimientos: el valorativo y el documental, que a quien sólo comete un 
incumplimiento valorativo… 

En ese sentido, conviene llamar la atención sobre el hecho de que, con la 
normativa anterior a la Ley 27/2014, la sanción correspondiente a esta conducta 
era más grave que la de la conducta tercera, al imponerse esa misma sanción 
del 15% del ajuste valorativo, pero con un límite mínimo que se cifraba en el 
doble de la sanción fija que correspondería por el incumplimiento documental 
que esta conducta lleva aparejada. 

No obstante, cabe añadir que, con la regulación anterior, tampoco se conseguía 
una solución plenamente correcta, puesto que la combinación de esa sanción 
del 15% sobre el ajuste valorativo con el mínimo del doble de la sanción fija, 
provocaba tanto sanciones excesivas, como insuficientes, dependiendo de las 
circunstancias que concurrieran en cada caso, conculcando el principio de 
proporcionalidad. Es por ello por lo que, a nuestro juicio, lo más adecuado sería 



que las infracciones por ambos incumplimientos fueran plenamente 
independientes entre sí. 

B.3.- Incompatibilidad de la sanción del 15% con las sanciones de la LGT 

Tal y como se indica expresamente en el último inciso del segundo ordinal del 
artículo 18.13, esta sanción del 15% será incompatible con las que pudieran 
proceder por las infracciones previstas en la LGT en relación a la parte de bases 
que hubiesen dado lugar a la comisión de esta infracción y, por tanto, a la 
realización de correcciones por la Administración.  

No obstante, esta cuestión será objeto de un análisis más detallado 
posteriormente, al analizar la relación entre las infracciones tipificadas en el 
artículo 18.13 LIS y las infracciones de la LGT, por conductas que pudieran 
encajar en ambos tipos de preceptos, por lo que a ese análisis nos remitimos. 

2.2.3.3.- Tercera infracción: Corrección valorativa sin incumplimiento 
documental, discrepando el valor de mercado derivado de la documentación, del 
valor declarado en IS, IRPF o IRNR. 

A. – La infracción 

La tercera infracción tiene lugar en supuestos en los que procede la realización 
de correcciones por la Administración tributaria, en aplicación de lo dispuesto en 
este artículo 18 LIS de operaciones vinculadas, respecto de operaciones sujetas 
a este mismo impuesto, a IRPF o a IRNR, pero dándose las siguientes 
circunstancias conjuntamente:  

• No existe un incumplimiento documental (porque de lo contrario se trataría 
de la misma conducta que la que acabamos de describir como segunda 
infracción). Es decir, la documentación es correcta y además se aporta de 
forma correcta, por lo que de la misma podría deducirse el valor de mercado. 

• El valor de mercado que se deriva de la documentación prevista en este 
artículo y en su normativa de desarrollo no es, sin embargo, el declarado en 
el IS, IRPF o IRNR.  

Por tanto, de la documentación que se aporta, sí se deduce el valor de mercado, 
es decir, el valor correcto, pero dicho valor no concuerda con el declarado. 

La finalidad que se persigue con esta infracción consiste en evitar que, con un 
simple cumplimiento formal de la obligación de documentación, pueda evitarse 
la sanción, en caso de que esa correcta documentación no vaya acompañada 
de una correcta declaración a la que se incorpore el valor derivado de dicha 
documentación. 

El supuesto en que podrían concurrir las circunstancias descritas es aquél en el 
que el contribuyente aportara una documentación correcta a la Administración, 
pero sin haber trasladado a su autoliquidación el valor de mercado derivado de 
la misma. Y esto podría ser debido a que, tras haber incumplido inicialmente 
tanto la obligación formal de documentación, como la obligación sustantiva de 
declarar valor de mercado, al ser citado para un procedimiento de inspección, 
decidiera subsanar su situación de la mejor manera posible, lo cual sí sería 
factible respecto de la documentación, al no estar todavía en poder de la 
Administración puesto que ésta sólo se aporta previo requerimiento (pudiendo 
aportar una documentación correcta de la que resultara el valor de mercado), 



pero ya no sería posible respecto del valor declarado en la autoliquidación ya 
presentada ante la Administración, que caso de ser modificado, sería tratado 
como una modificación tras el inicio del procedimiento de inspección y por tanto 
no liberador de sanción. 

B.- La sanción 

La sanción que se impondrá en caso de comisión de esta infracción será del 15% 
del importe de las correcciones que correspondan a cada operación. 

2.2.4.  Incompatibilidad entre las infracciones y sanciones tipificadas en el 
artículo 18.13 LIS y las infracciones y sanciones por perjuicio económico 
tipificadas en la LGT. 

La incompatibilidad entre los dos tipos de infracciones y sanciones que 
acabamos de indicar aparece regulada en el artículo 18.13 LIS en dos lugares 
distintos:  

• En primer lugar, en el párrafo 2º del artículo 18.13 LIS, al señalar que la 
sanción del 15% sobre el ajuste valorativo (para supuestos en que existe 
obligación de documentación, ya se cumpla o no esta obligación) será 
incompatible con la sanción que proceda, en su caso, por las infracciones de 
los artículos 191 a 195 LGT, por la parte de bases que hubiesen dado lugar 
a la imposición de esta sanción del 15%. 

Por tanto, en aquellos casos en los que se efectúen correcciones por la 
Administración existiendo obligación de documentación, ya se cumpla o se 
incumpla ésta, prevalecerán las infracciones y sanciones de LIS, frente a las 
de la LGT. 

• En segundo lugar, en el párrafo 3ª del artículo 18.13 LIS, que igualmente da 
primacía a las infracciones y sanciones del artículo 18.13 LIS frente a las de 
la LGT, al señalar que las correcciones realizadas por la Administración 
tributaria en aplicación de lo dispuesto en este artículo respecto de IS, IRPF 
o IRNR, habiéndose cumplido la obligación de documentación del artículo 
18.3 LIS no constituirán las infracciones de los artículos de la LGT antes 
citados, por la parte de bases que hubiesen dado lugar a las referidas 
correcciones. 

Por tanto, a tenor de lo indicado en este párrafo 3º, quedan excluidas las 
infracciones y sanciones de la LGT por perjuicio económico, cuando el ajuste 
valorativo surge en torno a una operación vinculada sometida a obligaciones 
de documentación y cuyas obligaciones se cumplen. 

Ahora bien, a nuestro juicio, y a pesar del tenor literal del citado párrafo 3º, el 
único caso en que procederá acudir a las infracciones y sanciones de la LGT por 
perjuicio económico será cuando nos encontremos ante correcciones valorativas 
correspondientes a operaciones vinculadas no sometidas a documentación, 
puesto que, si existiendo obligación de documentación, ésta se incumpliera, 
creemos que procederá imponer la sanción del 15% del ajuste, de acuerdo con 
el párrafo 2º, antes señalado. 

2.2.5. Compatibilidad entre las infracciones y sanciones del artículo 18.13 LIS y 
la infracción y sanción por resistencia, obstrucción, excusa o negativa prevista 
en el artículo 203 LGT.  



El párrafo 4º del artículo 18.13 LIS recoge expresamente la compatibilidad de las 
sanciones previstas en este apartado con la establecida en el artículo 203 LGT 
para la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la 
Administración tributaria. 

Esta compatibilidad es plenamente razonable, puesto que se trata de conductas 
distintas que merecen reproche independiente, en caso de que ambas 
concurran. Todo ello, en los términos señalados en el artículo 180.2 LGT, que al 
abordar el principio de no concurrencia de sanciones, señala textualmente que: 

 “La realización de varias acciones u omisiones constitutivas de varias 
infracciones posibilitará la imposición de las sanciones que procedan por todas 
ellas.” 

2.2.6.- Reducción de las sanciones del artículo 18.13 LIS 

De acuerdo con lo indicado en el último inciso del artículo 18.13 LIS, las 
sanciones específicas previstas en ese apartado serán susceptibles de 
reducción de acuerdo con el artículo 188 LGT, en los siguientes porcentajes:  

• 30% en los casos de conformidad (188.1.b LGT) 

• 40% en los casos de ingreso en plazo del resto del importe de la sanción 
(188.3 LGT) 

Pero en relación con esta posible reducción de la sanción, conviene llamar la 
atención sobre el hecho de que el artículo 18.13 LIS omite toda referencia a la 
reducción del 65%, prevista en el artículo 188.1.a LGT para los casos de actas 
con acuerdo, lo cual supone una restricción frente a la situación que se plantea 
en el caso de las infracciones de la LGT, en las que, como veremos en el 
apartado 3, sí cabe la posibilidad de acogerse a la reducción del 65%. 
 
3. RÉGIMEN SANCIONADOR PREVISTO EN LA LGT (ARTÍCULOS 191 A 

195) PARA INCUMPLIMIENTOS DE LA OBLIGACIÓN DE APLICAR 
VALOR DE MERCADO, EN OPERACIONES NO SOMETIDAS A LA 
OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN.    

3.1.  ACLARACIONES PREVIAS  

3.1.1. Infracciones y sanciones de la LGT, que pueden surgir en el ámbito de las 
operaciones vinculadas 

Como hemos anticipado, en caso de operaciones vinculadas pueden surgir 
infracciones previstas en la LGT, tanto ligadas a la existencia de perjuicio 
económico (191 a 195), como ligadas al incumplimiento de obligaciones formales 
(198 y 199). Así concretamente, el ámbito de aplicación de las infracciones de la 
LGT es el siguiente:  

• Incumplimiento de la obligación de aplicar valor de mercado en operaciones 
no sometidas a obligaciones de documentación – infracciones de los 
artículos 191 a 195 LGT. 

• Incumplimiento de la obligación de retener o ingresar a cuenta en supuestos 
de ajuste secundario – infracción del artículo 191 LGT. 

• Incumplimiento de la obligación de información – infracciones de los artículos 
198 y 199 LGT. 



En este apartado 3, vamos a referirnos exclusivamente a las infracciones por 
perjuicio económico como consecuencia de la inaplicación del valor de mercado 
en operaciones no sometidas a obligación de documentación, dejando las 
infracciones por los otros dos tipos de incumplimiento, para los dos apartados 
siguientes, y así:  

• En el apartado 4, analizaremos la infracción por incumplimiento de la 
obligación de retención 

• En el apartado 5, examinaremos la infracción por incumplimiento de la 
obligación de información.  

3.1.2. Infracciones y sanciones con perjuicio económico presente o futuro (191, 
193, 194 y 195 LGT). 

Lo primero que conviene matizar en relación con estas infracciones de la LGT 
por perjuicio económico, es que, aunque la propia LGT alude a los artículos 191, 
192, 193 y 195, creemos que sobra la referencia al artículo 192, mientras que 
falta la alusión al 194, y ello, teniendo en cuenta lo siguiente:  

• Sobra la alusión al 192 LGT, puesto que la infracción prevista en ese artículo 
es aplicable en caso de impuestos en los que el obligado tributario no 
autoliquida, sino que únicamente declara, para que sea la Administración 
tributaria competente quien liquide… y esa situación no se da en ninguno de 
los impuestos a los que afectan las infracciones por inaplicación del valor de 
mercado a que ahora nos referimos (IRPF, IS, IRNR e IVA) 

• Sin embargo, falta la alusión al artículo 194 LGT, que recoge una conducta 
de perjuicio económico “en grado de tentativa”, que sí es factible en dichos 
casos. 

Y efectuada esa matización, debemos añadir que las infracciones de la LGT por 
incumplimiento del valor de mercado pueden referirse a los siguientes 
impuestos:  

• Correcciones valorativas en IVA  

• Correcciones valorativas en IS, IRPF o IRNR, pero sólo cuando no proceda 
la imposición de sanción específica de operaciones vinculadas por el artículo 
18.13 LIS, como ya hemos comentado.  

3.2. DELIMITACIÓN DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES DE LOS 
ARTÍCULOS 191, 193, 194 Y 195 LGT. 

3.2.1. Infracciones y sanciones de los artículos 191 y 193 LGT 

A.- Conductas infractoras y su calificación. 

• El artículo 191 tipifica la conducta de dejar de ingresar dentro del plazo 
establecido en la norma de cada tributo la totalidad o parte de la deuda 
tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo, salvo 
que se regularice espontáneamente con arreglo al artículo 27 (recargos por 
declaración extemporánea) o proceda la aplicación del artículo 161.1.b, 
relativo a deudas en periodo ejecutivo. 

• El artículo 193 recoge la infracción por obtener indebidamente devoluciones 
derivadas de la normativa del tributo. 



La calificación de esas infracciones puede ser leve, grave o muy grave, y en ese 
sentido: 

• Será grave, básicamente cuando concurra ocultación, por alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 184.2 LGT: 

o No presentación de declaraciones o  

o Presentación de declaraciones con hechos u operaciones inexistentes o 
con importes falsos, o en las que se omitan total o parcialmente ingresos.  

• Será muy grave, fundamentalmente por existir medios fraudulentos, 
situación que se dará por los siguientes motivos:  

o Anomalías sustanciales en la contabilidad 

o Empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados 

o utilización de personas o entidades interpuestas. 

B.- Cuantificación de las sanciones  

• En caso de infracción leve, sanción del 50% 

• En caso de infracción grave, sanción entre 50% y 100% 

• En caso de infracción muy grave, sanción entre 100% y 150% 

La graduación de las sanciones graves y muy graves se llevará a cabo aplicando 
criterios de perjuicio económico y comisión repetida o reincidencia, de acuerdo 
con el siguiente detalle que se regula en el artículo 187 LGT: 

• El criterio de perjuicio económico se calcula dividiendo la base de sanción 
entre la cuantía total que hubiera debido ingresarse, y aplicando los 
siguientes porcentajes de incremento:  

o 10 puntos porcentuales, si el perjuicio está entre 10% y 25% 

o 15 puntos porcentuales, si el perjuicio es mayor al 26% y hasta el 50% 

o 20 puntos porcentuales, si el perjuicio es mayor al 50% y hasta el 75%  

o 25 puntos porcentuales, si el perjuicio es mayor al 75% 

• El criterio de comisión repetida se aplica cuando el infractor hubiera sido 
sancionado por una infracción de la misma naturaleza, en virtud de resolución 
firme, en los cuatro años anteriores a la comisión de la infracción e 
igualmente, pudiendo determinar un incremento de la sanción en los 
siguientes porcentajes:  

o 5 puntos porcentuales, si la infracción anterior fue leve 

o 15 puntos porcentuales, si la infracción anterior fue grave 

o 25 puntos porcentuales, si la infracción anterior fu muy grava. 

No obstante, el porcentaje resultante de los cálculos arriba indicados será 
susceptible de reducción en los porcentajes siguientes, si concurre alguna de las 
circunstancias que igualmente señalamos: 

• 65%, en caso de regularización mediante acta con acuerdo 



• 30%, en caso de conformidad del obligado tributario a la regularización de la 
Administración 

• 40%, en caso de ingreso del resto de la sanción y no impugnación de la 
liquidación ni la sanción. Este porcentaje puede operar sobre el importe 
previamente resultante de la reducción del 30% (operando, en ese caso, una 
reducción total del 58%). 

Conviene recordar en este momento, que tal y como se expuso en el apartado 
2.2.6, la posibilidad de acogerse a la reducción más favorable del 65%, no es 
factible, sin embargo, cuando la infracción cometida sea la del artículo 18.13 LIS. 

3.2.2. Infracción y sanción del artículo 194 LGT 

A.- Conducta infractora y su calificación. 

Solicitar indebidamente devoluciones derivadas de la normativa del tributo, 
mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión de datos falsos, sin que la 
devolución se haya obtenido, debido a la actuación de la Administración. 

Esta infracción es grave. 

B.- Cuantificación de la sanción 

15% de la cantidad indebidamente obtenida, sin perjuicio de la posible reducción 
de la sanción por los motivos más arriba indicados. 

3.2.3. Infracción y sanción del artículo 195 LGT  

A.- Conductas infractoras y su calificación. 

• Determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o 
créditos tributarios a compensar o deducir en la base o en la cuota de 
declaración futuras, propias o de terceros. 

• Declarar incorrectamente la renta neta, las cuotas repercutidas, las 
cantidades o cuotas a deducir sin que se produzca falta de ingreso u 
obtención indebida de devoluciones al haber compensado en un 
procedimiento de comprobación o investigación cantidades pendientes de 
compensación, deducción o aplicación. 

La segunda conducta descrita aparece desarrollada reglamentariamente por el 
artículo 13 del RST. 

Esta infracción es grave. 

B.- Cuantificación de la sanción 

• 15% si se trata de cantidades a compensar o deducir en base imponible 

• 50% si se trata de partidas a deducir en cuota o de créditos tributarios 
aparentes. 

Todo ello, sin perjuicio de la posible reducción de la sanción por los motivos 
previstos en el artículo 188 LGT y más arriba indicados. 
 
4.  RÉGIMEN SANCIONADOR PREVISTO EN LA LGT (ARTÍCULO 191), POR 

INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE RETENCIÓN O INGRESO A 
CUENTA.  



4.1.  ANÁLISIS PREVIO DE LA OBLIGACIÓN DE RETENCIÓN E INGRESO A 
CUENTA 

4.1.1. Normativa aplicable. 

La regulación específica de retención o ingreso a cuenta en el contexto de las 
operaciones vinculadas, se prevé en el ámbito del ajuste secundario, y 
concretamente en los siguientes preceptos:  

• RIRPF: 93.6 y 103.2  

• RIS: 62.7  

• RIRNR: 13.5  

Y para determinar a cuál de estas normas debemos remitirnos concretamente, 
hay que tener en cuenta que la obligación de retención o ingreso a cuenta se 
rige, con carácter general, por la normativa del perceptor, frente a la del pagador. 

Así, si una entidad satisface rentas a una persona física residente, la norma sería 
la de IRPF, mientras que si una persona física, residente o no residente, pagara 
rentas a una sociedad residente, la normativa sería la de IS. 

4.1.2.- Requisitos que han de concurrir para que nazca esta obligación 

La obligación de retener e ingresar a cuenta sólo surge si concurren 
simultáneamente los dos requisitos siguientes, en los términos que establezca la 
norma que proceda en cada caso: IRPF, IS o IRNR 

• Requisito subjetivo: condición del pagador  

El que pague o transfiera renta en virtud de una operación determinante del 
ajuste secundario tiene que ser alguno de los indicados en los artículos 
pertinentes: personas jurídicas y demás entidades, personas físicas que ejerzan 
actividades económicas cuando satisfagan rentas en el ejercicio de esas 
actividades, establecimientos permanentes, así como no residentes sin 
establecimiento permanente respecto de ciertas rentas. 

Por ello, si la persona que transfiriese renta a otra en virtud de un ajuste 
secundario no perteneciera a alguna de estas categorías, no nacería la 
obligación de retener. Así por ejemplo cuando el que transfiere renta es una 
persona física residente que actúa al margen de cualquier actividad económica.  

• Requisito objetivo: naturaleza de la renta sujeta a retención o ingreso a 
cuenta 

No todo desplazamiento patrimonial efectuado por una persona a favor de otra 
está sometida a retención o ingreso a cuenta, sino que para ello es necesario, 
en primer lugar, que dicho desplazamiento sea susceptible de generar una renta 
y en segundo lugar, que se trate de una de las rentas tipificadas en los artículos 
correspondientes. 

En ese sentido, y centrándonos en la retención o ingreso a cuenta sobre el ajuste 
secundario, conviene hacer al menos dos matizaciones:  

• 1ª matización: cuando el desplazamiento patrimonial determinante del ajuste 
secundario no genere renta, como por ejemplo ocurre cuando sea calificado 
de aportación a fondos propios de una entidad, no procederá retención 



• 2ª matización: suponiendo que se trate de una renta, tiene que ser una de 
las expresamente sometidas a retención o ingreso a cuenta por la normativa 
procedente. Y en ese sentido, llama la atención el hecho de que los dos 
artículos de IRPF que regulan las retenciones e ingresos a cuenta sobre el 
ajuste secundario, 93.6 y 103.2, respectivamente, sean aplicables 
exclusivamente a rendimientos de capital mobiliario, puesto que ello nos 
lleva a concluir que, si la operación secundaria fuera objeto de una 
calificación distinta a ésa, no se daría el presupuesto para la retención. 

4.2. INFRACCIONES Y SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO DE LA 
OBLIGACIÓN DE RETENCIÓN O INGRESO A CUENTA.  

En caso de que se incumpliera la obligación de retener o ingresar a cuenta, 
concurriendo culpabilidad, la infracción cometida sería la de dejar de ingresar, 
prevista en el artículo 191 LGT, a la que nos hemos referido en el apartado 
anterior, y más concretamente en el subapartado 3.2.1. 

Ahora bien, cuando la conducta de dejar de ingresar afecte a retenciones o 
ingresos a cuenta, hay que tener en cuenta que existe un agravamiento en la 
calificación de la infracción, basada en la propia naturaleza de las retenciones e 
ingresos a cuenta y es que, en esos casos:  

• Siempre se calificará de infracción grave o muy grave 

o Grave, cuando el porcentaje de las retenciones o ingresos a cuenta 
repercutidos, pero no ingresados, sobre el total de retenciones o 
ingresos a cuenta dejados de ingresar sea menor o igual al 50% 

o Muy grave, cuando ese porcentaje sea mayor al 50% 

• Salvo que excepcionalmente pudiéramos hablar de infracción leve, por 
haberse efectuado un ingreso extemporáneo, aunque espontáneo, en los 
términos del artículo 27 LGT (relativo a recargos por declaración 
extemporánea sin requerimiento previo), pero sin cumplir los requisitos del 
apartado 4, que exige identificar expresamente el periodo impositivo de 
liquidación al que se refiere y contener exclusivamente los datos relativos a 
dicho periodo. 

 

5.  RÉGIMEN SANCIONADOR PREVISTO EN LA LGT (ARTÍCULOS 198 Y 
199) POR INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE INFORMACIÓN  

5.1.  ANÁLISIS PREVIO DE LA OBLIGACIÓN DE INFORMACIÓN 

5.1.1. Finalidad de la obligación de información. 

La finalidad de esta obligación radica en facilitar a la Administración tributaria la 
explotación de los datos declarados por los obligados tributarios en los 
correspondientes modelos informativos, a efectos de decidir qué contribuyentes 
y operaciones vinculadas van a ser objeto de comprobación. 

5.1.2.- Normativa aplicable 

Con la normativa actual, la obligación de información tiene una doble tipología, 
que se corresponde con dos modelos de declaración distintos:  



• El modelo 231, de información país por país, que aparece regulado en los 
artículos 13.1 y 14 RIS, así como en la Orden Ministerial de aprobación del 
correspondiente modelo de declaración (Orden HFP/1978/2016). 

• El modelo 232, de información sobre ciertos datos de operaciones 
vinculadas, así como de operaciones con residentes en paraísos fiscales 
(actualmente, jurisdicciones no cooperativas), cuya regulación se traduce en 
una breve referencia en el artículo 13.4 RIS y en la Orden Ministerial de 
aprobación del correspondiente modelo (Orden HFP/816/2017) 

5.1.3. Modelo 231 - Obligación de información país por país - 13.1 y 14 RIS  

Esta obligación de información surgió por primera vez para periodos impositivos 
iniciados a partir de 1.1.2016. 

5.1.3.1. Ámbito subjetivo de aplicación 

Están obligados a presentar este modelo las siguientes entidades, 
exclusivamente cuando el importe neto de la cifra de negocios del conjunto de 
personas o entidades que formen parte del grupo, en los 12 meses anteriores al 
inicio del periodo impositivo, sea mayor o igual a 750 millones de euros:  

• Entidades residentes en territorio español que tengan la condición de 
dominantes de un grupo y no sean al mismo tiempo dependientes de otra 
entidad residente o no residente 

• Entidades residentes en territorio español dependientes, directa o 
indirectamente de una entidad no residente en territorio español que no sea 
al mismo tiempo dependiente de otra, así como los establecimientos 
permanentes en territorio español de entidades no residentes del grupo, 
siempre que se produzca alguna de las siguientes circunstancias recogidas 
en el artículo 13.1 RIS: 

o Que no exista una obligación de información país por país en términos 
análogos a la prevista en el artículo 13.1 RIS, respecto de la referida 
entidad no residente en su país o territorio de residencia fiscal 

o Que, existiendo un acuerdo internacional en el sentido de la directiva 
2016/881 del Consejo … no exista un acuerdo de intercambio automático 
de información entre autoridades competentes, respecto de dicha 
información, con el citado país o territorio. 

o Que, existiendo un acuerdo de intercambio automático de información 
respecto de dicha información con el país o territorio en el que reside 
fiscalmente la referida entidad no residente, se haya producido un 
incumplimiento sistemático del mismo que haya sido comunicado por la 
Administración Tributaria española a las entidades dependientes o a los 
establecimientos permanentes residentes en territorio español en el 
plazo previsto normativamente. 

No obstante, no existirá la obligación de aportar la información, para las 
entidades dependientes o los establecimientos permanentes en territorio 
español: 

• Cuando el grupo multinacional haya designado para presentar esa 
información a una entidad dependiente constitutiva del grupo que sea 
residente en un Estado miembro de la Unión Europea, o 



• Cuando la información haya sido ya presentada en su territorio de residencia 
fiscal por otra entidad no residente nombrada por el grupo como subrogada 
de la entidad matriz a efectos de dicha presentación. 

A efectos de esta obligación, cualquier entidad residente en España que forme 
parte de un grupo obligado a presentar esta información, deberá comunicar a la 
Administración tributaria la identificación y el país o territorio de residencia de la 
entidad obligada a elaborar esta información. Esta comunicación deberá 
realizarse antes de la finalización del periodo impositivo al que se refiera la 
información. 

5.1.3.2. Contenido de la información país por país  

Será el siguiente, respecto del periodo impositivo de la entidad dominante, de 
forma agregada, por cada país o jurisdicción, según señala el artículo 14.2 RIS: 

o Ingresos brutos del grupo, distinguiendo entre vinculados 

o Resultados antes de impuestos 

o Impuestos satisfechos 

o Impuestos devengados 

o Importe de capital y fondos propios 

o Plantilla media 

o Activos materiales e inversiones inmobiliarias 

o Lista de entidades residentes y actividades principales realizadas por 
ellas 

o Otra información que se considere relevante 

5.1.3.3. Plazo de presentación del modelo 231 

Será desde el día siguiente a la finalización del período impositivo al que se 
refiera a la información a suministrar, hasta que transcurran 12 meses desde la 
finalización de dicho periodo impositivo. 

Todo ello, sin perjuicio del plazo de la comunicación a la que se refiere el artículo 
13.1 RIS, a la que antes nos hemos referido, y que debe efectuarse antes de la 
finalización del periodo impositivo al que se refiera la información. 

5.1.4. Modelo 232 - Obligación de informar de ciertos datos mediante declaración 
– 13.4 RIS 

La obligación de informar sobre ciertos datos de operaciones vinculadas en una 
declaración aparece contemplada en el artículo 13.4 RIS, que señala lo 
siguiente:  

“El contribuyente deberá incluir en las declaraciones que así se prevea, la 
información relativa a sus operaciones vinculadas en los términos que se 
establezca por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas”  

El modelo de declaración es el 232, aprobado por Orden HFP/816/2017, y 
previsto para informar de tres tipos de operaciones: 

• Operaciones con personas o entidades vinculadas 



• Operaciones con personas o entidades vinculadas en caso de aplicación de 
la reducción de rentas procedentes de determinados intangibles, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 23 LIS.  

• Operaciones y situaciones relacionadas con países o territorios calificados 
como paraísos fiscales (actualmente, jurisdicciones no cooperativas) 

No obstante, a efectos de este capítulo sobre supuestos de régimen 
sancionador, nos vamos a centrar exclusivamente en el primer grupo de 
operaciones, por ser, obviamente, las más habituales. 

5.1.4.1. Ámbito subjetivo de aplicación  

Están sometidos a esta obligación, los contribuyentes de Impuesto sobre 
Sociedades y de Impuesto sobre Renta de No Residentes con establecimiento 
permanente, así como Las entidades en régimen de atribución de rentas 
constituidas en el extranjero con presencia en territorio español.  

Sin embargo, no están sometidos a esta obligación los contribuyentes de IRPF, 
ni los de impuesto sobre la renta de no residentes sin establecimiento 
permanente. 

5.1.4.2. Ámbito objetivo de aplicación  

A.- Tipos de operaciones  

Lo primero que conviene aclarar en relación con el ámbito objetivo de aplicación, 
es que, de acuerdo con las instrucciones de confección del propio modelo, 
existen 11 tipos de operaciones distintas (diez con un contenido específico + una 
residual), con incidencia en la delimitación de la obligación de declarar: 

• Clave 1: Adquisición/Transmisión de bienes tangibles (existencias, 
inmovilizados materiales, etc.) 

• Clave 2: Adquisición/Transmisión/Cesión de uso de intangibles: cánones y 
otros ingresos/pagos por utilización de tecnología, patentes, marcas, know-
how, etc. 

•  Clave 3: Adquisición/Transmisión de activos financieros representativos de 
fondos propios. 

• Clave 4: Adquisición/Transmisión de derechos de crédito y activos 
financieros representativos de deuda (excluidas operaciones tipo 5). 

• Clave 5: Operaciones financieras de deuda: constitución/amortización de 
créditos o préstamos, emisión/amortización de obligaciones y bonos, etc. 
(excluidos intereses). 

• Clave 6: Servicios entre personas o entidades vinculadas (artículo 18.5 LIS) 
(incluidos rendimientos de actividades profesionales, artísticas, deportivas, 
etc.). 

• Clave 7: Acuerdos de reparto de costes de bienes o servicios (artículo 18.7 
LIS). 

• Clave 8: Alquileres y otros rendimientos por cesión de uso de inmuebles. No 
incluye rendimientos derivados de transmisiones/adquisiciones (plusvalías o 
minusvalías). 



• Clave 9: Intereses de créditos, préstamos y demás activos financieros 
representativos de deuda (obligaciones, bonos, etc.). No incluye 
rendimientos derivados de transmisiones/adquisiciones de estos activos 
financieros (plusvalías o minusvalías). 

• Clave 10: Rendimientos del trabajo, pensiones y aportaciones a fondos de 
pensiones y a otros sistemas de capitalización o retribución diferida, entrega 
de acciones u opciones sobre las mismas, etc. 

• Clave 11: Otras operaciones. 

B.- Operaciones vinculadas excluidas de la obligación de declarar  

Las operaciones excluidas de la obligación de declarar son las siguientes: 

• Las operaciones realizadas entre entidades que se integren en un mismo 
grupo de consolidación fiscal, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 65.2 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

Dicho precepto (65.2 LIS) regula las incorporaciones a efectuar en el régimen 
especial de consolidación fiscal, señalando que los ingresos, gastos o 
resultados negativos correspondientes a la reducción de rentas procedentes 
de determinados intangibles prevista en el artículo 23 LIS se incorporarán en 
el periodo impositivo en que aquellos se entiendan realizados frente a 
terceros y que, en ese caso, la cesión de los referidos activos estará sometida 
a las obligaciones de documentación a que se refiere el artículo 18.3 LIS. 

• Las operaciones realizadas con sus miembros o con otras entidades 
integrantes del mismo grupo de consolidación fiscal por las agrupaciones de 
interés económico y las uniones temporales de empresas inscritas en el 
registro especial del Ministerio de Hacienda y Función Pública. No obstante, 
sí que deberán presentar el modelo 232 en el caso de uniones temporales 
de empresas, o fórmulas de colaboración análogas a las uniones 
temporales, que se acojan al régimen establecido en el artículo 22 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades, relativo a la exención de rentas obtenidas 
en el extranjero a través de un establecimiento permanente. 

• Las operaciones realizadas en el ámbito de ofertas públicas de venta o de 
ofertas públicas de adquisición de valores. 

C.- Operaciones vinculadas que deben ser objeto de declaración en el modelo 
232. 

Deben declararse en el modelo 232, las operaciones vinculadas respecto de las 
que concurra cualesquiera de las siguientes circunstancias, alternativamente:  

• Operaciones realizadas con la misma persona o entidad vinculada siempre 
que el importe de la contraprestación del conjunto de operaciones en el 
período impositivo supere los 250.000 euros, de acuerdo con el valor de 
mercado. 

• En relación con el cómputo de este importe de 250.000 €, como ya indicamos 
al hablar de las obligaciones de documentación, en las instrucciones de la 
AEAT para la cumplimentación del modelo 232, se señala expresamente que 
debe calcularse sin incluir las denominadas “operaciones específicas”, que 
son aquéllas que están sometidas a un especial control, quedando excluidas 
del derecho a llevar documentación de contenido simplificado… y que, para 



mayor claridad, identificamos a continuación, sin perjuicio de que ya se 
hayan enumerado previamente en el apartado relativo a obligaciones de 
documentación: 

o Operaciones realizadas en desarrollo de una actividad económica por 
contribuyentes en estimación objetiva (módulos), con entidades en las 
que ellos o sus cónyuges, ascendientes o descendientes, tengan un 
porcentaje mayor o igual al 25% del capital social o fondos propios 

o Las operaciones de transmisión de negocios 

o Las operaciones de transmisión de valores o participaciones 
representativos de participación en fondos propios de entidades no 
admitidas a negociación o admitidas en mercados regulados situados en 
paraísos fiscales 

o Las operaciones de transmisión de inmuebles  

o Las operaciones sobre activos intangibles 

• Sin embargo, a efectos de las obligaciones de documentación, cabría llegar 
a la conclusión contraria, teniendo en cuenta que la normativa actual, a 
diferencia de la anterior, no indica que tales operaciones deban excluirse … 

• Por tanto, ante esta situación puede surgir la duda de qué posición adoptar:  

o Si computar ese importe de la misma forma, tanto a efectos de 
documentación, como de información, excluyendo en todo caso las 
operaciones específicas 

o O computar ese importe de forma diferenciada, sin excluir las específicas 
en documentación, pero sí en información… 

• Operaciones específicas, que son las que acabamos de mencionar, siempre 
que el importe conjunto de cada una de este tipo de operaciones en el 
período impositivo supere los 100.000 euros. A estos efectos, tienen la 
consideración de operaciones específicas, aquellas operaciones excluidas 
del contenido simplificado de la documentación a que se refieren los artículos 
18.3 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades y 16.5 del Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades. 

• Operaciones del mismo tipo, que a su vez utilicen el mismo método de 
valoración, siempre que el importe del conjunto de dichas operaciones en el 
período impositivo sea superior al 50% de la cifra de negocios de la entidad. 

5.1.4.3. Plazo de presentación del modelo 232 

Será el mes siguiente a los 10 meses posteriores a la conclusión del periodo 
impositivo al que se refiera la información a suministrar. 

Por tanto, en el caso de periodo impositivo coincidente con el año natural, el 
plazo de presentación será el mes de noviembre del año siguiente a aquél al que 
se refiera la información. 

5.2.  INFRACCIONES Y SANCIONES PREVISTAS EN LGT, SIN PERJUICIO 
ECONÓMICO (198 Y 199 LGT). 

5.2.1. Ámbito de aplicación. 



Estas infracciones podrán surgir, en relación con las declaraciones informativas 
231 y 232, en los siguientes casos: 

• Falta de presentación en plazo 

• Presentación incorrecta de la declaración 

A continuación, hacemos una breve referencia a los dos preceptos citados, pero 
basándonos, exclusivamente, en los incumplimientos relativos a estos dos 
modelos informativos: 

5.2.2. Infracción y sanción del artículo 198 LGT (+ artículo 14 RST) 

A.- Conducta infractora y su calificación  

No presentar en plazo las declaraciones informativas (231 ó 232). 

La infracción será leve. 

B.- Cuantificación de la sanción 

Al tratarse de declaraciones exigidas con carácter general en cumplimiento de la 
obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y 94 LGT, la 
sanción consistirá en: 

• multa pecuniaria fija de 20 euros por cada dato o conjunto de datos referidos 
a una misma persona o entidad que hubiera debido incluirse en la 
declaración  

• con un mínimo de 300 euros y un máximo de 20.000 euros. 

No obstante, si la declaración se presentara fuera de plazo, pero sin 
requerimiento previo de la Administración tributaria, la sanción y los límites 
mínimo y máximo serán la mitad de los indicados anteriormente. 

Finalmente conviene destacar que la sanción que en cada caso resulte, será 
susceptible de reducción en un 40%, en caso de pago del importe restante de la 
misma y no impugnación. 

5.2.3. Infracción y sanción del artículo 199 LGT (+ artículo 15 RST) 

A.- Conductas infractoras y su calificación 

• Presentar de forma incompleta, inexacta o con datos falsos las declaraciones 
informativas o las contestaciones a requerimientos individualizados de 
información. 

• Presentar esas declaraciones por medios distintos a los electrónicos, 
teniendo en cuenta que ambos modelos están sometidos a esa forma de 
presentación. 

Estas infracciones serán graves. 

B.- Cuantificación de la sanción  

• En cuanto a la infracción por contestación o presentación incompleta, 
inexacta o con datos falsos, en la medida en que se trate de requerimientos 
individualizados o de declaraciones exigidas en cumplimiento de la 
obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y 94 
LGT que tengan por objeto datos expresados en magnitudes monetarias, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional de hasta el 2% del 



importe de las operaciones no declaradas o declaradas incorrectamente, con 
un mínimo de 500 euros.    

Este porcentaje se determinará de la siguiente forma:  

 

Importe de las operaciones no 
declaradas o declaradas 

incorrectamente /                               
importe de las operaciones que 

debieron declararse 

Sanción  

(sobre el importe de las 
operaciones no declaradas o 
declaradas incorrectamente) 

➢ 10 0,5% 

➢ 25 1% 

➢ 50 1,5% 

➢ 75 2% 

• En caso de infracción por declaración a través de medios distintos a los 
electrónicos, la sanción será del 1% del importe de las operaciones 
declaradas por medios distintos, con un mínimo de 250 euros. 

Estas sanciones se graduarán incrementando su cuantía en un 100%, en caso 
de comisión repetida de infracciones tributarias. 

Adicionalmente hemos de destacar que, si se diera la circunstancia de que los 
modelos 231 ó 232 se hubieran presentado en plazo de forma incompleta, 
inexacta o con datos falsos, pero posteriormente se hubiera presentado en plazo 
sin requerimiento previo una declaración complementaria o sustitutiva de las 
anteriores, subsanando en todo o en parte los defectos anteriores, el tratamiento 
sancionador debería efectuarse con la siguiente discriminación:  

• Los datos presentados correctamente en la declaración inicial efectuada en 
plazo no serán objeto de sanción 

• Los datos presentados inicialmente de forma incorrecta, pero siendo objeto 
de subsanación espontánea en declaración extemporánea, se sancionarán 
por el artículo 198, exclusivamente, con sanciones reducidas a la mitad. 

• Los datos presentados de forma incorrecta y no subsanados, se sancionarán 
exclusivamente por el artículo 199 al que nos referiremos a continuación 

Ahora bien, la concurrencia de estas dos infracciones de los artículos 198 y 199 
para un mismo caso con sus correspondientes sanciones desagregadas, si bien 
es plenamente razonable y no conculca el principio non bis in ídem, lo que sí 
puede plantear, es la duda sobre cómo deben operar, en ese caso, los mínimos 
que en ambas sanciones prevé el legislador:  300 € en el artículo 198 y 500 € en 
el artículo 199. 

Personalmente, considero que lo más acorde con el principio de 
proporcionalidad, sería imponer un solo mínimo, y no los dos acumulativamente. 
Y quizá lo más lógico sería, en esa situación, aplicar el mínimo de 500 €.  

En cualquier caso, la sanción resultante será susceptible de reducción en un 
40%, en caso de pago del importe restante de la misma y no impugnación. 

 



6. CUADRO RESUMEN DE RÉGIMEN SANCIONADOR DE OPERACIONES 
VINCULADAS  

Como conclusión de todo lo anteriormente indicado, cabría distinguir los 
siguientes supuestos, a efectos sancionadores:  
 

SUPUESTO QUE SE PLANTEA RÉGIMEN SANCIONADOR  

1.- INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE DOCUMENTACIÓN Y/O DE LA 
OBLIGACIÓN DE APLICAR VALOR DE MERCADO 

1.1.- No existe obligación de documentación 

No procede corrección No infracción 

Sí procede 
corrección 

Sin culpabilidad No infracción  

Con culpabilidad 
No infracción 18.13 LIS 

Sí infracciones 191 a 195 LGT 

1.2.- Sí existe obligación de documentación, que se cumple 

No procede corrección No infracción 

Sí procede 
corrección 

Sin culpabilidad No infracción 

Con culpabilidad  

 

Sí infracción 18.13 LIS 

(infracción 3ª) con sanción del 15% 

No infracciones 191 a 195 LGT 

1.3.- Existe obligación de documentación, que se incumple 

No procede 
corrección 

Sin culpabilidad en el 
incumplimiento documental 

No infracción 

Con culpabilidad en el 
incumplimiento documental 

Sí infracción 18.13 LIS 

(1ª infracción) con sanción fija 

Sí procede 
corrección 

Sin culpabilidad en el 
incumplimiento documental ni 
en el motivo de corrección 

No infracción 

Con culpabilidad en el 
incumplimiento documental (y 
con, o sin, culpabilidad en el 
motivo de corrección) 

Sí infracción 18.13 LIS 

(2ª infracción) con sanción 15% 

No infracciones 191 a 195 LGT  

2.- INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE RETENCIÓN  

Sin culpabilidad No infracción  

Con culpabilidad  Sí infracción 191 LGT 

3.- INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE INFORMACIÓN 

Sin culpabilidad No infracción 

Con culpabilidad Sí infracción 198 y 199 LGT 

 
  



7. DEFICIENCIAS EN EL ACTUAL RÉGIMEN SANCIONADOR DE 
OPERACIONES VINCULADAS Y PROPUESTAS DE MEJORA. 

7.1.  PRINCIPALES DEFICIENCIAS 

Como vimos al analizar las infracciones y sanciones asociadas al incumplimiento 
de las obligaciones de documentación y de aplicación de valor de mercado, son 
varias las deficiencias que se plantean en este régimen sancionador. 
Especialmente, cabe destacar las dos siguientes: 

7.1.1. Primera deficiencia, en la medida en que se trata desigualmente lo igual, 
si comparamos el artículo 18.13 LIS con los artículos 191 a 195 LGT:  

Esta deficiencia se produce, al atribuirse consecuencias diferenciadas para una 
misma conducta, consistente en no aplicar el valor de mercado, dependiendo de 
que la operación vinculada correspondiente, esté sometida, o no, a obligación de 
documentación. Y es que, la sanción aplicable por el artículo 18.13 LIS es 
diferente de la resultante por los artículos 191 a 195 LGT.  

Así, por ejemplo, si comparamos la sanción del 18.13 LIS con la del 191 LGT 
(que será la que con más frecuencia procederá aplicar de la LGT) vemos que 
estas diferencias pueden estar provocadas por distintos motivos, tales como: 

• Distintos porcentajes y bases de sanción, puesto que:   

o La infracción del 18.13 LIS se castiga aplicando el 15% sobre la 
diferencia entre valor pactado y valor de mercado, en términos de base 
imponible 

o La infracción del 191 LGT se castiga aplicando un porcentaje que puede 
oscilar entre el 50% y el 150% (dependiendo de la calificación de la 
infracción) sobre el importe dejado de ingresar como consecuencia de la 
diferencia entre valor pactado y valor de mercado, en términos de cuota. 

• Distintos motivos de reducción de la sanción, puesto que: 

o La sanción del 18.13 LIS solo puede reducirse por conformidad y pago 
sin impugnación. 

o La sanción del 191 LGT puede reducirse, además de por esos motivos, 
por el de regularización mediante acta con acuerdo.   

7.1.2. Segunda deficiencia, al tratarse igualmente lo desigual dentro del artículo 
18.13 LIS. 

Como señalamos en el apartado 2 de este capítulo, y más concretamente en el 
subapartado 2.2.3.2, tras la reforma del régimen sancionador específico de 
operaciones vinculadas llevada a cabo por la Ley 27/2014, el artículo 18.13 LIS 
sanciona de la misma forma a quien comete dos incumplimientos acumulativos 
(de documentación y de aplicación de valor de mercado), que a quien solo 
comete uno (de aplicación de valor de mercado), puesto que estando la 
operación vinculada sometida a obligación de documentación, la única sanción 
que se impone, es la del 15% correspondiente a la corrección valorativa. 

Como consecuencia de ello, la persona o entidad que comete ambas conductas 
infractoras resulta insuficientemente sancionado, a la luz de los principios que 
suelen regir este tipo de supuestos, que merecen doble sanción, en lugar de 
sanción única. Y es que el legislador resuelve esta situación como si fuera un 



concurso de normas, cuando realmente entendemos que se trata de un concurso 
de infracciones... 

7.2. PROPUESTAS DE MEJORA 

Vistas las deficiencias que se producen en el régimen sancionador de las 
operaciones vinculadas, a nuestro juicio sería más correcto restringir el régimen 
especial del artículo 18.13 LIS a las conductas de carácter formal, consistentes 
en incumplimientos documentales, sancionando, sin embargo, los efectos de la 
inaplicación del valor de mercado por parte del obligado tributario, en la medida 
en que se aprecie culpabilidad, de acuerdo con lo indicado en los artículos 191 
a 195 LGT. 

Y en caso de que ambos de incumplimientos (formal y sustantivo) fuesen 
acumulativos, las sanciones deberían ser igualmente acumulativas. Ello no 
supone conculcar el principio non bis in idem, sino más bien aplicarlo en sus 
justos términos, en línea con los criterios recogidos en el artículo 180 LGT, 
dedicado precisamente al principio de no concurrencia de sanciones, en cuyo 
apartado 2, se establece que “La realización de varias acciones u omisiones 
constitutivas de varias infracciones posibilitará la imposición de varias 
sanciones”.  
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